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El presente Informe Jurídico gira en torno al delito de violación sexual de menor 

de edad, tipificado en el artículo 173.1 del Código Penal -Ley N°28704-; pero no 

estrictamente en lo referido a los elementos de la teoría de la imputación penal, 

sino sobre todo al análisis de una correcta determinación judicial de la pena. En 

esa línea, como se da cuenta en el presente informe, existen casos -procesos- 

penales en los cuales se ha acreditado la comisión del hecho punible y sin 

embargo pareciese que la magistratura se limitara en realizar una motivación 

calificada -debida motivación- al momento de emitir sentencia condenatoria. Lo 

señalado tiene por finalidad advertir de que a pesar de que se ha acreditado -

mediante pruebas- la comisión del hecho punible, esto no es óbice para una 

correcta y adecuada determinación judicial de la pena, en atención a los 

presupuestos y fundamentos para determinar la misma. En otras palabras, en el 

informe jurídico que nos convoca, se analiza por ejemplo, si es compatible o no, 

invocar los fines de la pena y condenar a cadena perpetua, preguntándonos 

naturalmente ¿y la resocialización? Asimismo, se analiza a que fines y 

presupuestos responde una variación de pena de cadena perpetua a veinte años 

de pena privativa de libertad y sobre todo si es que esta variación se ajusta al 

principio de legalidad y proporcionad y si es que en efecto ha sido correctamente 

fundamentada. Finalmente, se aborda un tema poco tratado en delitos 

despreciables como lo es la violación sexual de menor. En ese sentido, no cabe 

duda de que sobre el autor cae el reproche sobre el hecho punible realizado, 

pero muchas veces, este agente ha podido ejecutar la violación -especialmente 

en menores- porque la persona que tenía el deber jurídico de impedir la 

realización del tipo penal omite lo señalado en el artículo 13 del Código Penal 

que regula la omisión impropia; y en esa lógica, como ha sucedido en el presente 

caso, el omitente crea un peligro inminente para producir la violación sexual en 

agravio de su menor hija. 
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1. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1. Hechos 

 

Según obra en la denuncia interpuesta por el padre de la menor agraviada, el 

señor Rafael Reynaldo Pariona Sinche, el 17.07.2011 a las 15:00 horas 

aproximadamente, su menor hija Pamela Noemí PARIONA TORIBIO (en 

adelante PT PN), de 09 años de edad, fue víctima de violación sexual por parte 

de su tío Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR –primo del padre de la menor- de 

21 años de edad. El hecho habría ocurrido en el interior de su domicilio sito en 

Pasaje 04 Santa Rosa y Belén Comité 17 y 33 San Gabriel – Villa María del 

Triunfo. En circunstancias que la agraviada PT PN se encontraba con su 

hermano menor y tío de nombre Miguel en su domicilio, toda vez que sus padres 

habían salido al mercado, siendo que su tío Miguel se fue a trabajar y al poco 

tiempo llegó su otro tío Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, quien luego de 

almorzar se puso a jugar en su cuarto con la menor PT PN, para luego despojarla 

de sus prendas y violarla sexualmente. 

 

1.2. Atestado policial 

 

El 21.07.2011 mediante Oficio Nº2248-11-VII DIRTEPOL-DIVTER-SUR-3-

CJCM-SEINCRI, la Policía Nacional del Perú (en adelante PNP) remitió a la 

Segunda Fiscalía Provincial Penal de Villa María del Triunfo, el Atestado Nº140-

11-VII DIERTEPOL-DIVTER-SUR-3-CJCM-SEINCRI, poniendo a conocimiento 

la denuncia en contra de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, en agravio de PT 

PN de 09 años de edad, por la presunta comisión del delito contra la libertad, 

violación de la libertad sexual,  en la modalidad de violación sexual de menor de 

edad, tipificado en el inciso 1 del artículo 173º del Código Penal.1 

 

1.3. Diligencias efectuadas 

 

Entre las principales diligencias realizadas, se tiene que: 

a) Con fecha 18.07.2011 se emitió el Certificado Médico Legal Nº044173-CLS 

practicado a la menor PT PN, el cual concluye que la agraviada presentaba 

desfloración reciente, no signos de acto contranatura y además presenta 

huellas de lesiones paragenitales y genitales traumáticas recientes. 

Asimismo, se da cuenta que se toma una muestra de introito vaginal para 

estudio espermatológico. 

 

                                                 
1 Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley Nº28704, publicada el 05.04.2006.  
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b) Con fecha 19.07.2011 se llevó a cabo la Entrevista Única en Cámara Gesell 

a la menor PT PN, en la que detalla que su tío Fredy Jesús PARIONA 

ESCOBAR abusó sexualmente de ella, en circunstancias que su papá y 

madrastra habían ido al mercado para hacer compras –se demoraron más de 

cinco horas-, el denunciado ingresa a la casa, empujando la puerta, y este 

luego de almorzar se sentó en la cama y según refiere la menor, el 

denunciado “le bajó el buzo y le ha metido su pene en su vagina y su trusa 

también le bajó”. Entre las principales respuestas que señala la menor se 

advierten: “yo estaba llorando porque me estaba doliendo”, “me dejó sola y 

me dio un nuevo sol para no decir nada”. 

 

Asimismo, la menor da a conocer un hecho precedente relevante: no es la 

primera vez que es víctima de violación sexual. Anteriormente, en el año 

2010, habría sido abusada por su tío Wilder, quien es hermano de su mamá, 

en la región de Huancayo. 

 

c) Con fecha 19.07.2011 se emite la Resolución Nº01 del Juzgado Penal de 

Turno Permanente de Lima Sur, mediante el cual, a solicitud de la Segunda 

Fiscalía Provincial Penal de Villa María del Triunfo, ordena la detención 

preliminar de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR por el término de veinticuatro 

horas, por presuntamente haber cometido el delito de violación sexual de 

menor de edad, en agravio de la menor PT PN. 

 

d) Con fecha 20.07.2011 la PNP detuvo Freddy Jesús PARIONA ESCOBAR, 

comunicándole los motivos de la detención y los derechos que le asisten. 

 

e) Con fecha 20.07.2011 la PNP, con presencia del Ministerio Público, recaba 

la declaración Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, en la cual acepta que el 

17.07.2011 ha abusado sexualmente de la menor PT PN, señalando en la 

respuesta Nº04 que (…) sí es cierto que abusé de mi sobrina PT PN (…). 

 

1.4. Formalización de denuncia penal  

 

En atención a los hechos de relevancia penal, el 21.07.2011, la Segunda Fiscalía 

Provincial Penal de Villa María del Triunfo, formaliza denuncia penal contra Fredy 

Jesús PARIONA ESCOBAR ante el Juzgado Penal de Turno Permanente de la 

Corte Superior de Justicia de Lima Sur, por la presunta violación sexual en 

agravio de la menor PT PN, acreditado mediante el Certificado Médico Legal 

Nº044173-CLS, en el cual se concluye: desfloración reciente, no signos de acto 

contranatura y presenta huellas de lesiones paragenitales y genitales 

traumáticas recientes; así como también con la declaración del denunciado en la 

cual reconoce que abusó sexualmente de la menor agraviada. 
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En la misma línea, el Ministerio Público solicita que se realicen las siguientes 

diligencias: i) se reciba la declaración instructiva del denunciado; ii) se reciba la 

declaración referencial de la menor agraviada; iii) se practique un examen 

pericial de perfil sexual del denunciado; iv) se practique la ratificación del 

certificado médico legal que obra en autos; v) se recaben los antecedentes 

penales y judiciales del denunciado; vi) entre otros. Por lo que solicita al Juzgado 

que dicte auto de apertura de instrucción y se de trámite a la causa conforme a 

su naturaleza, poniendo a disposición del despacho al denunciado Fredy Jesús 

PARIONA ESCOBAR en calidad de detenido. 

 

1.5. Auto de apertura de instrucción 

 

El 21.07.2011 el Juzgado Penal de Turno Permanente de la Corte Superior de 

Justicia de Lima Sur emite el Auto de Apertura de Instrucción, en atención a la 

formalización de denuncia efectuada por el Ministerio Público contra Fredy Jesús 

PARIONA ESCOBAR por la presunta comisión del delito de violación sexual de 

menor de edad en agravio de PT PN.  

 

Se da cuenta de la imputación fáctica recaída en la denuncia, asimismo se 

señala que los hechos denunciados se acreditan con el i) Certificado Médico 

Legal Nº044173-CLS donde se concluye desfloración reciente y huellas de 

lesiones paragenitales y genitales traumáticas recientes; ii) Acta de Entrevista 

Única en Cámara Gesell: y iii) Declaración policial del denunciado en la que 

reconoce que abusó sexualmente de la menor PT PN. 

 

Por lo que, en atención a lo establecido en el artículo 77 del Código de 

Procedimientos Penales, el Juez solo abrirá instrucción si considera que de la 

imputación formulada existen indicios suficientes o elementos de juicio 

reveladores de la existencia de un delito, que se haya individualizado a su 

presunto autor o partícipe y que la acción penal no haya prescrito o no concurra 

otra causa de extinción de la acción penal. 

 

Es así, que luego del examen correspondiente se resuelve abrir instrucción en 

vía ordinaria contra Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR como presunto autor del 

delito contra la libertad, violación de la libertad sexual,  en la modalidad de 

violación sexual de menor de edad, tipificado en inciso 1 del artículo 173º del 

Código Penal, en agravio de PT PN; dictándose mandato de detención, así como 

trabar embargo preventivo sobre los bienes que deberá señalar el inculpado, a 

fin de cubrir el monto de la reparación civil. Además, se señala como como 

diligencia a efectuar, la declaración instructiva del Fredy Jesús PARIONA 

ESCOBAR, así como las solicitadas por el representante del Ministerio Público. 
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1.6. Informe final 

 

El 11.07.2012 el Juzgado emite el Informe Final, en atención al artículo 53 del 

Código de Procedimientos Penales, dando cuenta del estado de la causa, de las 

diligencias practicadas, documentos recepcionados, diligencias no realizadas, 

los incidentes promovidos, opinión sobre los plazos procesales y la situación 

jurídica del procesado.  

 

Asimismo, mediante Oficio Nº350-2011-2JPTRC-MRB/CSJLIMASUR del 

09.08.2012, el Segundo Juzgado Penal Transitorio para Procesos con Reos en 

Cárcel eleva los autos al Presidente de la Sala Penal de Corte Superior de 

Justicia de Lima Sur. 

 

1.7. Dictamen fiscal superior formulando acusación 

 

El 07.09.2012 la Fiscalía Superior Penal de Lima Sur, remite Dictamen a la Sala 

Penal señalando que hay mérito para pasar a juicio contra Fredy Jesús 

PARIONA ESCOBAR como presunto autor del delito contra la libertad, violación 

de la libertad sexual, en la modalidad de violación sexual de menor de edad, en 

agravio de la menor PT PN. 

 

Se señala que los hechos descritos por la agraviada fueron tipificados dentro de 

los parámetros que estatuye el artículo 173 inciso 1 del primer párrafo del Código 

Penal, toda vez que la violación se habría cometido en agravio de un menor de 

diez años, con la agravante contenida en el segundo párrafo del pre anotado 

dispositivo.  

 

Según el contenido del Dictamen, la aceptación expresa del procesado de ser el 

autor del hecho punible, el contenido del Certificado Médico Legal –ratificado- 

lleva al convencimiento de la certeza de las afirmaciones por parte de la menor 

agraviada PT PN; por lo que, ha quedado acreditado la materialidad del delito, 

así como la responsabilidad penal de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR. 

 

Asimismo, si bien es cierto, por las referencias dadas por los sujetos procesales, 

como por el denunciante Rafael Reynaldo PARIONA SINCHE (padre de la menor 

PT PN), se han establecido los vínculos de consanguinidad entre el agente y su 

víctima; también lo es que dicha circunstancia es una agravante para la punición 

de los supuestos contendidos en los incisos 2 y 3 del artículo 173 y no el 1, por 

lo que no corresponde invocar dicha circunstancia.  

 

Por lo que se formula acusación sustancial contra Fredy Jesús PARIONA 

ESCOBAR como presunto autor del delito contra la libertad, violación de la 

libertad sexual,  en la modalidad de violación sexual de menor de edad, tipificado 

en inciso 1 del artículo 173º del Código Penal, vigente a la fecha de la comisión 
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del hecho punible; solicitándose se le imponga al acusado la pena de CADENA 

PERPETUA y se le condene al pago de cinco mil nuevos soles por concepto de 

reparación civil que deberá ser abonado a favor de la agraviada. 

  

Asimismo, refiere que, respecto a la instrucción, esta se ha llevado 

irregularmente, al no haber recabado la partida de nacimiento de la agraviada, la 

evaluación psicológica de la agraviada y la pericia psicológica y psiquiátrica del 

procesado, diligencias que se debieron se llevar a cabo. Por lo que se solicita 

que se recaben los referidos documentos y evaluaciones y diligencias que 

encuentran pendientes. 

 

1.8. Resolución Nº1314-2012 donde se tiene por efectuado el control de 

acusación 

 

Mediante Resolución de fecha 09.11.2012, vista la causa en la audiencia de 

control de acusación, sin informe oral por las partes, se analiza si el Ministerio 

Público ha formulado acusación cumpliendo los requisitos legales establecidos 

en el artículo 225 del Código de Procedimientos Penales. En ese sentido, por lo 

calificado judicialmente, de la acusación fiscal, se advierte que el señor Fiscal 

Superior ha formulado acusación observando los parámetros que establece el 

artículo 225 del Código de Procedimientos Penales: a) Se ha individualizado al 

acusado, precisándose sus generales de ley, así como su situación jurídica; b) 

Se ha precisado la imputación fáctica contra el acusado, reseñando un relato 

coherente, circunstanciado y ordenado de los hechos punibles acontecidos, que 

son materia de acusación; c) Se ha efectuado la debída subsunción del hecho al 

tipo penal previsto en el Código Penal vigente a la fecha del evento delictivo; d) 

Se ha señalado la pena aplicable y su duración, siendo el pedido de pena y 

reparación civil a imponerse al acusado completo, pues se ha precisado contra 

quien debe imponerse la sanción solicitada y la suma requerida por concepto de 

reparación civil, así como la parte que debe percibirlo. Por lo expuesto 

anteriormente, se resuelve tener por efectuado el control de acusación fiscal, 

debiendo emitirse el Auto de Enjuiciamiento.  

 

1.9. Auto de enjuiciamiento 

 

Con fecha 09.11.2012 a través de Resolución Nº1315-2012, luego de haberse 

realizado el control judicial de acusación contra Fredy Jesús PARIONA 

ESCOBAR como autor del delito contra la libertad, violación de la libertad sexual,  

en la modalidad de violación sexual de menor de edad; se señala el día 

08.01.2013 a las 10:00 horas, para la verificación del juicio oral, no sin haber 

recabado la documentación pendiente, como la partida de nacimiento de la 

menor agraviada y las evaluaciones tanto de la menor PT PN y el procesado. 

 

 



 
7 Expediente Penal N°00350-2011-0-3001-JR-PE-02 

1.10. Primera sesión de juicio oral – apertura  

 

El 08.01.2013 se llevó cabo la primera sesión de juicio oral – apertura, dándose 

inicio a la audiencia privada, en el proceso penal seguido contra Fredy Jesús 

PARIONA ESCOBAR como autor del delito contra la libertad sexual, en la 

modalidad de violación sexual de menor de edad en agravio de la menor PT PN. 

Estando presente las partes procesales se dio por instalada la audiencia. El 

representante del Ministerio Público procedió a exponer sucintamente los 

términos de su acusación fiscal, a fin de que el acusado conozca los cargos 

formulados en su contra, solicitando se le imponga la cadena perpetua como 

pena privativa de libertad y se le condene al pago de cinco mil nuevos soles 

como concepto de reparación civil.  

 

Se le pone a conocimiento al acusado los beneficios de la Ley Nº28122 – Ley de 

Conclusiones Anticipadas del Juicio Oral, preguntándosele si se acogía a los 

mismos, señalando que no se acoge porque es inocente. 

 

Acto seguido se da inicio a la actuación probatoria, empezando con el examen 

del acusado por parte del Ministerio Público, preguntándole sobre los hechos 

materia de investigación, a lo que Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR precisa que 

(…) le bajé su calzón y la froté, eso sí acepto que he cometido ese error, pero no 

llegué a violarla (..), (…) realmente se me pasó la mano de haberla frotado, esa 

fue la única oportunidad (…). 

 

Seguidamente, la señora Directora de Debates señala que mediante auto de 

enjuiciamiento se ordenó realizar pericias y recabar la partida de nacimiento de 

la menor agraviada PT PN; por lo que se resuelve suspender la sesión de 

audiencia para próxima fecha según la agenda del despacho y oficiar a quien 

corresponda para que se realicen y recaben las diligencias pendientes. 

 

1.11. Segunda sesión de juicio oral 

 

El 15.01.2013 se llevó a cabo la segunda sesión del juicio oral, dando cuenta la 

Secretaría de lo siguiente: i) Se ha recibido la partida de nacimiento de la menor 

agraviada PT PN; ii) Se dispuso oficiar al Instituto de Medicina Legal, a fin de 

que realicen las evaluaciones –pericias-; iii) Se ha recibido el certificado de 

antecedentes penales del imputado Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, donde 

se verifica que no registra anotaciones; iv) Se ha recibido los antecedentes 

judiciales del acusado Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, donde se verifica que 

los ingresos al establecimiento penitenciario, son por este proceso. 

 

El representante del Ministerio Público, señala que al habérsele realizado la 

entrevista única en Cámara Gesell, se debe recabar del Instituto de Medicina 

Legal de Lima Sur el resultado de la pericia psicológica efectuada en su 
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oportunidad; y que, verificando el estado del proceso, se debe prescindir de 

realizar una evaluación psiquiátrica del acusado. A lo que la defensa señala que 

como su patrocinado ya ha pasado por un examen psicológico, y es suficiente, 

además que, a efectos de no dilatar el proceso, no sería necesario el examen 

psiquiátrico.  

 

Por lo señalado, se resuelve agregar los certificados de antecedentes penales y 

judiciales del acusado y la partida de nacimiento de la menor agraviada PT PN; 

solicitar y recabar las pericias psicológicas tanto de la agraviada como del 

acusado; y prescindir de la pericia psiquiátrica solicitada y ordenada al acusado. 

En último orden, se suspende la sesión para el día 22.01.2020. 

 

1.12. Tercera sesión de juicio oral 

 

El 22.01.2013 se llevó a cabo la tercera sesión del juicio oral, dando cuenta la 

Secretaría de lo siguiente: i) Se ha recabado la Pericia Psicológica Nº005364-

2011-PSC practicada a la menor agraviada, realizado el 19.07.2011 y ii) Que aún 

no se ha recabado el resultado de la pericia psicológica del acusado Fredy Jesús 

PARIONA ESCOBAR. Así las cosas, la Sala resuelve prescindir de la pericia 

psicológica del acusado, a fin de no seguir dilatando el presente proceso. Por lo 

que luego de haberse oralizado las pruebas, se suspende la sesión para el 

24.01.2013. 

 

1.13. Sentencia de la Sala condenando a cadena perpetua 

 

El 24.01.2013 la Sala Penal de Lima Sur de la Corte Superior de Justicia de Lima 

Sur emitió sentencia condenando a Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, 

imponiéndole cadena perpetua y fijando la suma de diez mil nuevos soles por 

concepto de reparación civil a favor de la parte agraviada, por la comisión del 

delito contra la libertad, violación de la libertad sexual,  en la modalidad de 

violación sexual de menor de edad, tipificado en inciso 1 del artículo 173º del 

Código Penal, en agravio de la menor PT PN de nueve años de edad.  

 

1.14. Defensa formaliza el recurso de nulidad 

 

El 07.02.2013, la defensa técnica de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, 

formaliza recurso de nulidad contra la sentencia condenatoria emitida el 

24.01.2013, señalando que no se ha tomado en cuenta los elementos de 

descargo presentados por la defensa, como el certificado médico legal de otro 

proceso en la cual se señala que la menor agraviada ha sufrido desfloración 

antigua, y que reitera que se le condene por el delito de tocamientos indebidos 

porque solo friccionó su miembro viril en la cavidad de la menor, pero no la llegó 

a penetrarla, entre otros agravios que previamente había señalado en sus 

alegatos finales. Por lo que en atención a la causal de nulidad prevista en el 
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inciso 1 del artículo 298 del Código de Procedimientos Penales, solicita la nulidad 

de la sentencia recurrida. 

 

1.15. Recurso de nulidad Nº2659-2013 

 

El 22.07.2014 la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, emite el Recurso 

de Nulidad Nº2659-2013, mediante el cual declara no haber nulidad en la 

sentencia del 24.01.2013 que condenó a Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, 

como autor del delito contra la libertad – violación sexual de menor de edad, en 

agravio de la menor PT PN y; haber nulidad, en el extremo de la pena 

impuesta a Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, de cadena perpetua; 

reformándola: impusieron veinte años de pena privativa de libertad a Fredy Jesús 

PARIONA ESCOBAR, la misma que vencerá el 21.07.2031. 

 

2. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

2.1. Contradicción entre invocar las funciones de la pena y condenar a 

cadena perpetua 

 

En el examen de los fundamentos jurídicos plasmados en la sentencia 

condenatoria a cadena perpetua contra Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR del 

24.01.2013, en el punto III, sobre la determinación de la pena, de la reparación 

civil y del tratamiento terapéutico, se señala que (…)  resulta indispensable tener 

en cuenta el conjunto de principios rectores contemplados en el Título Preliminar 

del CP vigente, que en su artículo IX del Título Preliminar establece que la pena 

tiene función preventiva, protectora y resocializadora; asimismo se precisa 

un marco regulador básico, que inspiran y orientan las decisiones 

jurisdiccionales, con el fin de que la sanción penal sea justa y racional; tales 

como los principios de legalidad, lesividad, jurisdiccionalidad, de 

responsabilidad y de proporcionalidad (…). 

 

Sin embargo, habiéndose invocado las funciones de la pena, la Sala decide 

condenar a Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR a cadena perpetua, 

evidenciándose que la condena no se condice con lo establecido en el artículo 

IX del Título Preliminar del Código Penal, ni con lo expresado por la Sala. Como 

se detallará más adelante, el problema de reconocer las funciones preventiva, 

protectora y resocializadora de la pena, y condenar a cadena perpetua, es que 

de por sí se evidencia una contradicción, por lo que se fundamentará en atención 

al problema advertido, si la condena a cadena perpetua ha tenido por fin la 

resocialización de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR. 
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2.2. Falta de fundamentación en la determinación judicial de la pena en la 

sentencia de la Sala Superior 

 

Desde un análisis sistemático del derecho penal, es acertado partir de la premisa 

básica que ante una lesión un buen jurídico protegido -por el derecho penal-, se 

aplicará una pena. Entonces, tenemos que ante un supuesto de hecho –delito- 

se le aplicará una consecuencia jurídica –pena-. En el mismo orden, existen dos 

subsistemas: i) de la teoría general del delito; y ii) de la teoría de las 

consecuencias jurídicas. 

 

En relación al primero, el subsistema de la teoría general del delito, se analizan 

las categorías de tipicidad, antijuricidad y culpabilidad, de manera progresiva. 

Por lo que luego de haberse acreditado la responsabilidad del imputado, 

naturalmente corresponde, establecer qué clase de pena es la que recibirá, 

entrando a tallar ahora el segundo subsistema denominado de la teoría de las 

consecuencias jurídicas. Sin embargo, la pena a imponer no puede ni debe ser 

aplicada de manera arbitraria, por lo que el Código Penal ha establecido 

presupuestos para fundamentar y determinar la pena. 

 

Ahora bien, en el caso en concreto, se ha advertido una aplicación de la pena de 

forma sesgada, defectuosa y carente de una motivación calificada, toda vez que 

a través de la sentencia condenatoria del 24.01.2013, se estaría privando de la 

libertad a Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, perpetuamente, y siendo el Juez, 

encargado de administrar justicia, tiene que motivar, fundamentar y determinar 

la pena en atención a las circunstancias establecidas en el Código Penal. 

 

Así las cosas, a raíz de este problema advertido, se fundamentará en las líneas 

que suceden, si la determinación, individualización y aplicación de la pena ha 

sido estrictamente motivada –bien aplicada- en atención a ley penal vigente al 

momento de la emisión de la sentencia condenatoria a cadena perpetua.  

 

2.3. La Corte Suprema fundamenta de manera insuficiente la variación de 

la cadena perpetua a veinte años de pena privativa de libertad 

 

Como bien se ha indicado, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de 

Justicia de la República, declaró no haber nulidad en la sentencia de fecha 

24.01.2013, que condenó a Fredy Jesús PARIODA ESCOBAR como autor del 

delito contra la libertad – violación sexual de menor de edad en agravio de PT 

PN, y; declaró haber nulidad en el extremo de la pena impuesta de cadena 

perpetua, por lo que reformándola le impusieron veinte años de pena privativa 

de libertad. 

 

No obstante, de la lectura y análisis del recurso de nulidad, sobresale un 

problema relevante, la fundamentación de la “rebaja” de la pena impuesta 
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prácticamente se realiza –pareciera- en dos líneas y media de la ejecutoria 

suprema. Se reitera que, en atención a una justa y correcta determinación judicial 

de la pena, esta debe fundamentarse en los presupuestos establecidos en el 

Código Penal, así como en los principios rectores del derecho penal. Sin 

embargo, sea cual fuera la pena a imponer o variar, como por ejemplo, en este 

caso de cadena perpetua a veinte años de pena privativa de libertad, esta 

determinación judicial de la pena tiene que estar necesariamente fundamentada, 

en armonía con los presupuestos o circunstancias establecidas por la ley penal.  

 

Es así que, se examinará el sentido de este problema advertido; es decir, a qué 

fundamentos atiende la “rebaja” de la pena y si esta nueva pena privativa de 

libertad impuesta se condice con los principios de la pena y del derecho penal. 

 

2.4. La conducta omisiva del padre propició la violación sexual de la menor 

 

En el contexto de los hechos denunciados y en el transcurso de la investigación, 

el Ministerio Público no ha advertido otro hecho de relevancia penal. Esto es, 

específicamente, la conducta omisiva –impropia- del padre de la menor 

agraviada que conllevó a la consumación del delito de violación sexual en 

agravio de su menor hija PT PN.  

 

En ese sentido, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, en la Casación N.º 725-2018 Junín, ha señalado que (…) en los 

delitos sexuales, el no impedir la violación a otro respecto del cual se tienen 

deberes jurídicos o legales de protección o, incluso, no neutralizar las 

circunstancias previas y concomitantes que dan lugar a su perpetración equivale 

a la causación propia de la violación (…).  

 

Así las cosas, de los actuados en el proceso, se desprende que el señor Rafael 

Reynaldo Pariona Sinche dejó a su menor hija PT PN y a su otro hijo de tres 

años de edad, en compañía del primo de este de nombre Miguel, siendo que 

minutos después llega a su domicilio el denunciado Fredy Jesús PARIONA 

ESCOBAR, quien finalmente ultrajó a la menor agraviada PT PN. El padre de la 

agraviada, dejó su domicilio en compañía de su pareja, aproximadamente a las 

12:00 horas, con rumbo al mercado y el hecho punible se habría realizado 

alrededor de las 15:00 horas. Ahora bien, en atención a lo señalado por la propia 

menor agravada en la entrevista única, su padre, el señor Rafael Reynaldo 

Pariona Sinche llegó en horas de la noche. 

 

A lo señalado habría que añadir que recién ese año la menor PT PN llegó a vivir 

con su padre, toda vez que la familia decidió traerla a Lima desde su natal 

Huancayo, donde vivía con su madre, porque hace menos de un año habría sido 

violada sexualmente por otro tío de la menor. Por lo que se analizará si la 

conducta omisiva del padre tiene relevancia penal. 
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3. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

3.1. Posición fundamentada sobre las resoluciones emitidas 

 

3.1.1. Respecto a la Resolución de la Corte Superior  

 

A raíz de un análisis completo del expediente, señalo que me encuentro 

parcialmente de acuerdo con la sentencia condenatoria emitida por la Sala. Toda 

vez que se ha acreditado la responsabilidad y consecuentemente la calidad de 

autor de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR por la comisión del delito de violación 

sexual de menor, en agravio de PT PN. Sin embargo, eso no es óbice para que 

los magistrados no motiven y fundamenten la individualización de la pena 

concreta a imponer. Más aún cuando la pena privativa de libertad impuesta ha 

sido la cadena perpetua.  

 

En la misma línea, en la sentencia condenatoria se da cuenta de las funciones 

preventiva, protectora y resocializadora de la pena, pero como se ha indicado, 

la Sala condena a cadena perpetua. Se evidencia una contradicción entre una 

parte de la fundamentación y la consecuencia jurídica aplicada. 

 

Es preciso indicar que mi disconformidad no se debe necesariamente a la pena 

impuesta, sino a la manera, a la forma, al camino a través del cual se llegó a 

establecer la cadena perpetua. Porque la acreditación de la comisión del delito 

es objetiva y clara, pero a pesar de aquello, toda resolución judicial, en este caso 

una sentencia condenatoria, tiene que expresar cuales han sido los 

presupuestos para fundamentar y determinar la pena a fin de garantizar su 

correcta individualización y aplicación. 

 

En ese sentido, el Prof. Dr. Víctor Prado Saldarriaga señala que la determinación 

judicial de la pena, en atención a su concepto y función es un (…) procedimiento 

técnico y valorativo que desarrolla el órgano jurisdiccional para la concreción 

cualitativa, cuantitativa y a veces ejecutiva de la sanción penal que corresponde 

aplicar al autor o partícipe de un hecho punible (…). 

 

La determinación judicial de la pena se desarrolla en dos etapas sucesivas: i) 

identificación de la pena básica y; ii) individualización de la pena concreta. Sobre 

la primera, efectivamente la sala ha identificado la pena conminada, la misma 

que se encontraba tipificada en el inciso 1 del artículo 173 del Código Penal, que 

es la cadena perpetua. Sin embargo, respecto a la individualización de la pena 

concreta, según lo establecido en los artículos 45 y 46 del CP, en atención a los 

presupuestos para fundamentar y determinar la pena, a consideración personal 

no se han valorado de manera adecuada. 
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Es importante señalar que tampoco se han valorado los fines de la pena, a pesar 

de haberse invocado. Entonces, si en atención a las circunstancias y a la 

gravedad del hecho, la cadena perpetua era la pena adecuada, aquello no es 

impedimento para realizar un examen sobre la posible resocialización del 

condenado y en el caso en concreto por qué no habría sido posible la misma. 

 

Por lo expuesto, reitero que me encuentro parcialmente de acuerdo con la 

sentencia condenatoria emitida por la Sala, en atención a la acreditación de la 

responsabilidad penal de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, no precisamente 

con la pena impuesta, pero disconforme por la falta de fundamentación en la 

determinación judicial de la misma. 

 

3.1.2. Respecto al Recurso de Nulidad de la Corte Suprema 

 

Es preciso señalar que me encuentro parcialmente de acuerdo con lo resuelto 

por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema, en el sentido de que se ha 

fundamentado, en el recurso de nulidad, los criterios necesarios para la 

individualización de la pena y las circunstancias establecidas en el artículo 46 

del Código Penal; pero no se ha fundamentado cómo se obtuvo la variación en 

el quantum de la pena de cadena perpetua a veinte años de pena privativa de 

libertad, en otras palabras, la nueva determinación judicial de la pena. 

 

Asimismo, a diferencia de la sentencia condenatoria en primera instancia, en 

este recurso de nulidad, se valora el objeto o fines de la pena, como la 

resocialización y la reincorporación a la sociedad de los internos sometidos a un 

régimen penitenciario, por lo que se advierte una correlación objetiva entre lo 

dispuesto por la ley penal y la fundamentación contenida en la ejecutoria 

suprema. 

 

Sin embargo, a pesar de la correcta aplicación – a criterio personal- de los 

artículos 45 y 46 del Código Penal y de los fines de la pena, se ha omitido la 

instrumentalización y fundamentación señalada en el primer párrafo del artículo 

45-A del Código Penal sobre la individualización de la pena.2 Lo señalado va en 

atención a que en el fundamento jurídico 3.4 del recurso de nulidad, se señala 

que (…) se tiene que el acusado a la fecha de los hechos contaba con veintiún 

años de edad, no poseía antecedentes penales, su ocupación era estibador, en 

consecuencia, se le rebaja la pena, atendiendo a sus fines (…).  

 

Como se puede apreciar, solo se señala que “se le rebaja” la pena, para 

posteriormente declarar haber nulidad en el extremo de la pena impuesta a Fredy 

Jesús PARIONA ESCOBAR, de cadena perpetua; reformándola, impusieron 

veinte años de pena privativa de libertad. Por lo que no se advierte motivación y 

                                                 
2 Artículo incorporado por el artículo 2 de la Ley Nº30076, publicada el 19.08.2013. 
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fundamentación respecto a la variación o reducción de la nueva pena impuesta. 

Así las cosas, es importante resaltar que la sentencia condenatoria en primera 

instancia fue emitida el 24.01.2013 y el recurso de nulidad el 22.07.2014; es 

decir, que el artículo 45-A del Código Penal se incorporó de manera posterior 

sentencia condenatoria de la Sala Superior, pero antes de la emisión de la 

ejecutoria suprema. Asimismo, se modificó el artículo 46 del referido código. 

 

Lo señalado en el punto precedente, tiene por finalidad precisar que los artículos 

45, 45-A y 46 del Código Penal –que habían sido modificados- se encontraban 

vigentes en la fecha de emisión del recurso de nulidad, y que de la lectura y 

análisis de la ejecutoria no se advierte una motivación explícita y suficiente sobre 

los motivos de la determinación cualitativa y cuantitativa de la nueva pena 

impuesta. 

 

Es así que, reitero que me encuentro parcialmente de acuerdo con lo resuelto en 

la ejecutoria suprema, en el extremo de la fundamentación de los fines de la pena 

y las circunstancias de la individualización de la misma, pero disconforme por la 

falta de motivación en la variación de la pena concreta de cadena perpetua a 

veinte años de pena privativa de libertad. 

 

3.2. Sobre los principales problemas jurídicos identificados  

 

3.2.1. Contradicción entre invocar las funciones de la pena y condenar a 

cadena perpetua 

 

La Constitución Política del Perú, en el artículo 139 sobre los Principios de la 

Administración de Justicia, señala en el inciso 22 que el régimen penitenciario 

tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado 

a la sociedad. Asimismo, el artículo IX del Título Preliminar del Código Penal ha 

precisado que la pena tiene función preventiva, protectora y resocializadora. 

En el mismo sentido, el Código de Ejecución Penal, en su artículo II del Título 

Preliminar, sobre los objetivos de la ejecución penal ha establecido que esta 

tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado 

a la sociedad, replicando lo establecido en la Carta Magna. 

 

Ahora bien, estas finalidades –de la pena- tienen su origen en la teoría de las 

penas. Se ha reconocido la existencia de tres grandes formulaciones teóricas 

dirigidas a explicar la función o los fines de la pena: las teorías absolutas, las 

teorías relativas y las teorías mixtas o de la unión.  

 

Sobre las teorías absolutas, su nomenclatura responde a la necesidad de 

expresar claramente la carencia de cualquier finalidad ajena a la propia 

existencia e imposición de la sanción penal, separándose de criterios de utilidad 

para aferrarse a una exigencia categórica de justicia. No asignan ninguna función 
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que trascienda al castigo merecido por haber cometido un delito, y por tanto, la 

función de la pena consiste en infligir un mal a quien ha infringido un mal.3 

 

Pues bien, para estas teorías, la pena es necesariamente una retribución por el 

hecho punible cometido; es decir, producir o causarle un mal a un individuo que 

compense el mal que este ha generado libremente, equilibrándose así la 

culpabilidad del autor por el ilícito cometido. 

 

La idea de retribución se funda sobre tres presupuestos esenciales: Primero la 

potestad estatal para castigar al responsable mediante la pena. Segundo, la 

necesaria existencia de una culpabilidad que pueda ser medida según la 

gravedad del injusto cometido. Por eso, la culpabilidad viene a ser su elemento 

referencial. Tercero, la necesidad de armonizar el grado de culpabilidad y la 

gravedad de la pena, de manera que la pena, dictada en la sentencia, sea 

considerada justa por el autor y por la colectividad.4 

 

Esta teoría no solo carece de todo sustento científico, sino que es la negación 

absoluta del principio-derecho a la dignidad humana, reconocido en el artículo 1 

de la Constitución Política del Perú, conforme al cual “la defensa de la persona 

humana y el respeto por su dignidad son el fin supremo de la sociedad y el 

Estado”. 

 

Respecto a las teorías relativas o preventivas, estas atienden al fin de la pena 

y le asignan una finalidad social de prevención. Es así que, lo que justifica la 

pena es su necesidad para la consecución del fin que se asigne al Derecho 

penal, identificado de manera inmediata con la prevención de futuros delitos. La 

idea de la prevención operaría sobre la colectividad –prevención general- y en 

relación al delincuente –prevención especial-. 

 

La prevención parte de tres presupuestos: Primero, posibilidad de un pronóstico 

suficientemente cierto del futuro comportamiento del sujeto. Segundo, que la 

pena se adecuada con exactitud a la peligrosidad del sujeto de manera que sea 

posible el éxito de la prevención. Tercero, la propensión a la criminalidad puede 

ser atacada –tanto en jóvenes como adultos- mediante los elementos 

pedagógicos de aseguramiento y, en especial del trabajo pedagógico social de 

la pena se debe realizar a nivel de la ejecución penal. 5 

 

La prevención general circunscribe su análisis, antes que en el penado, en el 

colectivo, de forma tal que considera que la pena tiene por finalidad influir en la 

sociedad a través de la efectividad de una amenaza penal y su posterior 

                                                 
3 Rodríguez Horcajo, D. (2017). Comportamiento humano y pena estatal: Disuasión, cooperación 

y equidad. (1.a ed.). Editorial Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales.  
4 Villavicencio Terreros, F. (2014). Derecho Penal Parte General (5.a ed.). Grijley. 
5 Ibídem. 
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ejecución en aquellos que, mediante una conducta antijurídica, atentan contra 

valores e intereses de significativa importancia en el ordenamiento jurídico y que, 

por tal motivo, son objeto de protección del Derecho penal.6 

 

En la actualidad, se admite una bifurcación en la teoría de la prevención general. 

Una positiva y otra negativa. Respecto a la prevención general positiva, se 

pretende que el autor del delito no delinca más en el futuro, logrando la 

resocialización del mismo a través de la pena; mientras que respecto a la 

prevención general negativa, se pretende evitar la peligrosidad del autor en la 

sociedad mediante la inocuización del mismo.7 

 

En ese sentido, la prevención general positiva busca la afirmación del derecho 

en un estado social y democrático. Es así que está dirigida a la colectividad y 

busca producir en ella confianza hacia sus instituciones y la administración de 

justicia. Por su parte, la prevención general negativa persigue inhibir a las 

personas en la comisión del delito mediante intimidación o disuasión de estas a 

través de la aplicación de la pena. 

 

Por su lado, la prevención especial o individual, centra su finalidad de la pena 

en los beneficios que ella debe generar en el penado, o cuando menos, en 

aquellos que tengan la voluntad de ser resocializados. Se considera entonces 

que la pena tiene por fin influenciar directamente sobre el agente para así evitar 

consecuencias ilícitas futuras. Por lo que la prevención especial, a diferencia de 

la general, entra a tallar en la imposición y ejecución de penas. 

 

Es así que, frente a las teorías absolutas de la pena, los criterios de prevención 

especial tienen la ventaja de adecuarse mejor a los objetivos del derecho penal, 

los cuales se centran en la protección de las personas y de la sociedad. Sin 

embargo, presentan el grave inconveniente de no proponer una base adecuada 

para delimitar la severidad de la pena. Esta dependería de la condición personal 

del delincuente y no de la gravedad del delito. Aún más, no permiten justificar la 

punición del delincuente que no requiere ser resocializado. En el fondo, la 

objeción más seria consiste en que el Estado no está legitimado para, mediante 

la fuerza, educar a las personas pretextando que han delinquido.8 

 

En el mismo sentido, la prevención especial ha recibido distintas críticas: 

Primero, una ideación exagerada de que la prevención especial puede hacer del 

delincuente un objeto, una especie de conejillo de indias, aplicándole medidas o 

tratamientos que vayan contra su voluntad o contra su dignidad como persona. 

Segundo, es absolutamente indemostrable el presupuesto de la peligrosidad del 

                                                 
6 Fundamento jurídico Nº32 de la Sentencia del Pleno Jurisdiccional del Tribunal Constitucional 
recaída en el Expediente N° 0019-2005-PI/TC. 
7 Prado Saldarriaga, V. (2018). La dosimetría del castigo penal. Modelos, reglas y 
procedimientos. (1.a ed.). Ideas. 
8 Hurtado Pozo, J. (2005). Manual de derecho penal parte general: Vol. I (3.a ed.). Grijley. 
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delincuente que utilizan estas teorías, además conducen a sancionar a la 

persona delincuente no por el delito sino por las especiales características de su 

personalidad, destruyendo así el principio de proporcionalidad entre delito y 

pena. Tercero, es evidente que tampoco la prevención especial logra legitimar la 

función punitiva estatal. Así la pena, entendida en su sentido preventivo especial, 

no siempre será necesaria ni posible. Cuarta, en un Estado democrático, la 

resocialización nunca debe ser obtenida contra la voluntad del penado. Quinta, 

en la práctica penitenciaria, el cumplimiento de los fines preventivo-especiales 

requiere considerables recursos para el tratamiento del delincuente, problema 

que es difícil aun en países de gran desarrollo.9 

 

La doctrina también ha estimado una escisión en la prevención especial, en 

sentido positivo y negativo. Respecto a la prevención especial positiva, esta 

asigna a la pena la función reeducadora, resocializadora e integradora del 

delincuente a la comunidad. Mientras que la prevención especial negativa, 

otorga a la pena la función de mantener alejado al delincuente de las demás 

personas, y así mantener a la sociedad libre de peligro, en otras palabras, 

inocuizarlo mediante el internamiento asegurativo tendente a su neutralización. 

 

Respecto a las teorías mixtas o de la unión, estas sostienen que tanto la 

retribución como la prevención general y especial, son finalidades de la pena que 

deben ser perseguidas de modo conjunto y en un justo equilibrio. En otras 

palabras, identifican a la pena como justa y útil. En ese sentido, esta teoría de 

corte ecléctico, tiene por idea central que todas las teorías de la pena –

previamente señaladas- contienen puntos de vista aprovechables, por lo que 

conviene utilizarlas en una formulación conjunta.10 

 

Es preciso señalar que, desde un análisis sistemático de la ley penal, el Perú 

recoge la última teoría, es decir la teoría de la unión. Esta afirmación se 

desprende del análisis del título preliminar del Código Penal, toda vez que los 

artículos I11 y IX12 reconocen capacidades preventivo generales y preventivo 

especiales.  

 

En el caso en concreto, la Sala Superior, a pesar de haber invocado las funciones 

preventiva, protectora y resocializadora de la pena, condena a cadena perpetua 

a Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR. Sin embargo, es evidente que la invocación 

referida solo ha sido con fines formales, ajenos a la verdadera utilidad de la pena.  

 

                                                 
9 Villavicencio Terreros, F. (2014). Derecho Penal Parte General (5.a ed.). Grijley. 
10 García Cavero, P. (2012). Derecho Penal. Parte General (2. a ed.). Jurista Editores. 
11 Artículo I.- Finalidad preventiva. Este Código tiene por objeto la prevención de delitos y faltas 
como medio protector de la persona humana y de la sociedad. 
12 Artículo IX.- Fines de la pena y medidas de seguridad. La pena tiene función preventi va,  
protectora y resocializadora. Las medidas de seguridad persiguen los fines de curación, tutela y 
rehabilitación. 
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La Sala Superior, habría utilizado la teoría de la unión, pero en forma 

sesgada. Esto cobra sentido por la evidente utilización de la teoría absoluta –

retributiva-, toda vez que la pena de cadena perpetua ha tenido la misión 

trascendental de resaltar el valor de justicia y consustancialmente servir como 

retribución por el daño causado. Asimismo, respecto a las teorías relativas, se 

advierte tanto la teoría de la prevención general como la prevención especial.  

 

Respecto a la instrumentalización de la prevención general, es posible afirmar 

la concurrencia de esta, porque la cadena perpetua habría servido para intimidar 

a todos los individuos con la finalidad de que no se comentan estos tipos de 

delitos, y generar un temor o advertencia en la colectividad –prevención general 

negativa-. Además, la imposición de esta pena a tiempo indeterminado ha sido 

el reflejo de la afirmación del derecho en un estado social y así encausar a que 

la ciudadanía crea en sus instituciones e integrar a la misma con las actividades 

judiciales –prevención general positiva-.  

 

Sin embargo, en la línea de la prevención especial, la Sala Superior no habría 

tomado en cuenta las propias funciones que invocaron en la sentencia 

condenatoria, como lo son la función preventiva, protectora y resocializadora. Es 

posible afirmar esto último, en atención a la imposibilidad fáctica de una 

resocialización de una persona que ha sido condenada a cadena perpetua. 

 

Por lo señalado, se pone en manifiesto una aplicación sesgada de la teoría de la 

unión, porque no se ha fundamentado si quiera, en sentido negativo, por qué el 

condenado Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, no podría ser reeducado, 

rehabilitado y reincorporado a la sociedad, en atención a lo establecido tanto 

en el Código Penal, Código de Ejecución Penal y la propia Constitución Política 

del Perú. 

 

3.2.2. Falta de fundamentación en la determinación judicial de la pena en la 

sentencia de la Sala Superior 

 

En efecto, la determinación judicial de la pena parte de un hecho histórico 

verificable judicialmente y al cual cabe adscribirle consecuencias jurídicas de 

naturaleza punitiva en función a su magnitud y significado social o político 

criminal. Para ello, el órgano jurisdiccional en una sentencia penal emite hasta 

tres juicios importantes. En un primer momento, él se pronuncia sobre la tipicidad 

o relevancia penal de la conducta atribuida al procesado (juicio de subsunción). 

Luego, a la luz de la evidencia existente, decide la inocencia o culpabilidad de 

este con base en los hechos probados (declaración de certeza). Y, finalmente, 

si declaró la responsabilidad penal del imputado, deberá definir la calidad e 

intensidad de las consecuencias jurídicas que corresponde aplicarle como autor 
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o partícipe de la infracción penal cometida (individualización de la sanción).13 

 

Por consiguiente, en términos concretos podríamos señalar que la expresión 

determinación judicial de la pena se alude a un procedimiento técnico y 

valorativo que aplica el operador jurisdiccional para identificar de modo 

cualitativo, cuantitativo y ejecutivo la sanción a imponerse en el caso sub judice. 

Esto es, a través de ella se procede a evaluar y decidir sobre el tipo, la extensión 

y el modo de ejecución de la pena, medida de seguridad o consecuencia 

accesoria que resulten aplicables al caso. En la legislación y en la doctrina 

especializada esta actividad judicial también recibe otras denominaciones como 

aplicación de la pena, individualización de la pena o dosificación de la pena.14 

 

La determinación judicial de la pena se realiza a través de un procedimiento o 

etapas operativas sucesivas, esto es i) identificación de la pena básica e ii) 

individualización de la pena concreta. 

 

Sobre la primera etapa de identificación de la pena básica, es necesario 

señalar que es el primer paso en el proceso de determinación judicial de la pena. 

Aquí es donde el magistrado parte de la penalidad o pena conminada prevista 

en la ley para cada hecho punible. Se trata entonces, de perimetrar un espacio 

punitivo o de punición que siempre debe contar con dos extremos, uno mínimo  

o límite inicial y uno máximo o límite final. 

 

Por ejemplo, en el tipo base del delito de violación sexual –vigente-, tipificado y 

sancionado en el artículo 170 del Código Penal, la pena aplicable tendría que 

tomar en cuenta la pena fijada en dicha norma y establecer en función a ella el 

espacio de punibilidad, que estaría compuesto por un límite inicial o mínimo de 

catorce y un máximo de veinte años. Sin embargo, en aquellos delitos donde por 

defecto de técnica legislativa solo se ha considerado en la pena conminada uno 

de tales límites, sea el mínimo o máximo, el juez debe integrar el límite faltante 

con base en los que corresponden genéricamente para cada clase de pena y 

que aparecen regulados en la Parte General del Código Penal. Para más detalle, 

se debe recurrir al artículo 29 del Código Penal, sobre la duración de la pena 

privativa de libertad, el cual establece que: la pena privativa de libertad puede 

ser temporal o de cadena perpetua. En el primer caso, tendrá una duración 

mínima de dos días y una máxima de treinta y cinco años. 

 

En referencia a la segunda etapa de individualización de la pena concreta, es 

aquí donde corresponde alcanzar el resultado punitivo que deberá cumplir el 

autor del delito y que será la que realice el jus puniendi del Estado en la sentencia 

condenatoria. La característica principal de esta etapa, es que como ya se cuenta 

                                                 
13 Prado Saldarriaga, V. (2019). Derecho Penal y Política Criminal. Problemas contemporáneos .  
Gaceta Jurídica. 
14Ibídem. 
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con el espacio punitivo prefijado en la primera etapa, el Juez tiene ese espacio 

restrictivo para desplazar la pena. Por lo que se trata entonces de un quehacer 

exploratorio y valorativo que realiza la administración de justicia en el propio caso 

–teniendo el espacio punitivo- materia de ulterior condena. 

 

Es así que, la autoridad judicial va indagando, identificando y calificando la 

presencia de circunstancias concurrentes en la realización del delito. Es 

importante advertir que no se debe omitir la presencia de ninguna circunstancia, 

pues ello afectará siempre la validez de la pena concreta por no adecuarse a las 

exigencias del principio de pena justa.  

 

Así las cosas, corresponde señalar los criterios establecidos para la correcta 

aplicación de la pena, como los presupuestos para fundamentar y determinar la 

pena y los alcances de la individualización de esta. Sin embargo, para un mejor 

análisis de la problemática advertida, será necesario precisar y delimitar los 

artículos vigentes y leyes penales aplicables, tanto en el momento de la comisión 

del hecho delictivo como en la emisión de la sentencia condenatoria expedida 

por la Sala Superior. 

 

La sentencia condenatoria de la Sala Penal de Lima Sur, fue emitida el 

24.01.2013, por lo que se encontraban vigentes los primigenios artículos 4515 y 

4616 del Código Penal. Ahora bien, a raíz de un análisis íntegro de la referida 

sentencia, no se advierte fundamentación positiva o negativa de los 

presupuestos para fundamentar y determinar la pena –artículo 45 del Código 

Penal- y la individualización de la pena –artículo 46 del Código Penal-. 

 

Como bien se ha señalado previamente, la acreditación probatoria de la comisión 

del delito violación sexual de menor por parte de Fredy Jesús PARIONA 

ESCOBAR en agravio de la menor PT PN, no es óbice para que los jueces no 

motiven y fundamenten la individualización de la pena concreta a imponer. Más 

aún cuando la pena privativa de libertad impuesta ha sido la cadena perpetua. A 

consideración personal, una resolución judicial que afecta la libertad individual, 

tiene que tener una calificada motivación. 

                                                 
15 Artículo 45.- Presupuestos para fundamentar y determinar la pena. El Juez, al momento de 
fundamentar y determinar la pena, deberá tener en cuenta: 1. Las carencias sociales que 

hubiere sufrido el agente; 2. Su cultura y sus costumbres; y 3. Los intereses de la víctima,  
de su familia o de las personas que de ella dependen. 
16 Artículo 46.- Individualización de la pena. Para determinar la pena dentro de los límites fijados 

por la ley, el Juez atenderá la responsabilidad y gravedad del hecho punible cometido, en cuanto 
no sean específicamente constitutivas del hecho punible o modificatorias de la responsabilidad,  
considerando especialmente: 1. La naturaleza de la acción; 2. Los medios empleados; 3. La 

importancia de los deberes infringidos; 4. La extensión del daño o peligros causados; 5. Las 
circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión; 6. Los móviles y fines; 7. La unidad  o pluralidad 
de agentes; 8. La edad, educación, situación económica y medio social; 9. La reparación 

espontánea que hubiere hecho del daño; 10. La confesión sincera antes de haber sido 
descubierto; 11. Las condiciones personales y circunstancias que lleven al conocimiento del 
agente; 12. La habitualidad del agente del delito; y 13. La reincidencia. 
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El problema advertido, no es en líneas generales que “no se le debió imponer la 

pena de cadena perpetua”, sino que esta pena tiene que fundarse en 

circunstancias objetivas y subjetivas establecidas en la ley penal. Así tenemos 

que no se ha dado cuenta de las carencias sociales que habría sufrido Fredy 

Jesús PARIONA ESCOBAR, así como su cultura y costumbres, pues este 

acababa de arribar a Lima proveniente del interior del país.  

 

Otro precepto para una adecuada individualización de la pena y que no se halla 

en la literalidad de la sentencia condenatoria, es si es que se ha valorado o no la 

edad de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR –que tenía veintiún años al momento 

de la comisión del hecho punible-, su educación y su situación social –inciso 8 

del artículo 46 del Código Penal-. Estas observaciones advertidas sobre la 

omisión de pronunciarse sobre la edad y las carencias del ahora condenado, 

entre otros, no significan sin más que ya no se debe aplicar la cadena perpetua, 

sino que necesariamente deben examinarse en la sentencia a fin de motivar si 

enervan o no la “pena tasada” de cadena perpetua.  

 

En otras palabras, la Sala Superior habría tenido que examinar en la sentencia 

condenatoria si es que la edad de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR –veintiún 

años-, era una situación que podría modificar su responsabilidad, en el sentido 

de que si este hubiera podido encausarse o no hacia la rehabilitación y 

reincorporación a la sociedad. De por sí el solo análisis de estos presupuestos 

para fundamentar y determinar la pena, significaría que la determinación judicial 

de la pena, ha servido para imponer la cadena perpetua, porque se examinaron 

todos los presupuestos y circunstancias para una adecuada dosimetría de la 

pena, pero la ausencia de un análisis íntegro de los presupuestos que 

determinan la pena, naturalmente convierten a la sentencia condenatoria del 

21.01.2013, en una en la cual la determinación judicial de la pena, no se aplicó 

luego del examen de cada uno de los presupuestos que hubieran legitimado la 

cadena perpetua.  

 

3.2.3. La Corte Suprema fundamenta de manera insuficiente la variación de 

la cadena perpetua a veinte años de pena privativa de libertad 

 

La Corte Suprema con fecha 22.07.2014, mediante el R.N Nº 2659-2013 que fue 

interpuesto por la defensa técnica del ahora sentenciado Fredy Jesús PARIONA 

ESCOBAR, contra la sentencia que lo condenó a cadena perpetua como autor 

del delito de violación sexual de menor de edad en agravio de la menor PT PN; 

declaró no haber nulidad en la sentencia de fecha 24.01.2013, que condenó 

a Fredy Jesús PARIODA ESCOBAR como autor del delito contra la libertad – 

violación sexual de menor de edad en agravio de PT PN, y; declaró haber 

nulidad en el extremo de la pena impuesta de cadena perpetua, por lo que 

reformándola le impusieron veinte años de pena privativa de libertad. 
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En ese sentido en el fundamento jurídico 3.4 del R.N Nº 2659-2013 señala (…) 

En cuanto a la pena impuesta debe señalarse que para la dosificación punitiva o 

para los efectos de imponer una sanción penal debe tenerse presente que el 

legislador ha establecido las clases de pena y el quantum de éstas, si bien en el 

presente caso la pena prevista es de cadena perpetua, también, se han fijado 

los criterios necesarios para que se le pueda individualizar la pena concreta 

judicialmente; dentro de este contexto debe observarse el principio de 

proporcionalidad que nos conduce a valorar el perjuicio y la trascendencia de 

la acción desarrollada por el agente culpable bajo el criterio de la 

individualización, cuantificando la gravedad del delito y su modo de ejecución, el 

peligro ocasionado, equivalencia con la entidad del injusto, la forma y la 

circunstancias de su comisión y la personalidad o capacidad de los presuntos 

delincuentes –conforme al artículo cuarenta y seis del Código Penal-, deben 

evaluarse sus condiciones personales, en tal sentido, se tiene que el 

acusado a la fecha de los hechos contaba con veintiún años de edad, no 

poseía antecedentes penales, su ocupación era estibador, en 

consecuencia, se le rebaja la pena, atendiendo a sus fines, sobre los cuales, 

el Supremo intérprete de la Constitución, se ha pronunciado, tanto del preventivo 

especial como el general, así respecto al primero hace referencia al 

procedimiento que tiene como objetivo la resocialización, la reincorporación a la 

sociedad, de los internos sometidos a un régimen penitenciario. En cuanto al 

segundo, se funda en la necesidad de defender entre otros la plena vigencia de 

los derechos humanos y el bienestar general en que se fundamenta la justicia y 

en el desarrollo integral y equilibrado de la Nación (…). 

 

Como primer apunte, en relación a la problemática advertida, es necesario 

señalar que, para la emisión de la ejecutoria suprema, los artículos 45 y 46 del 

Código Penal fueron modificados mediante la Ley Nº30076, publicada el 

19.08.2013. Asimismo, se incorporó el artículo 45-A, sobre la individualización 

de la pena, el denominado sistema de tercios. Es también importante señalar 

que la misma Ley Nº30076, derogó el inciso 3 del artículo 173 del Código Penal, 

que fue declarado inconstitucional. 17 

 

Con el contexto claro, corresponde analizar adecuadamente si la variación de la 

pena de cadena perpetua a veinte años de pena privativa de la libertad, se 

condice con lo establecido por el ordenamiento jurídico y de ser así, si esta 

variación de la pena ha sido debidamente motivada. 

 

Como bien se ha precisado, la Corte Suprema varía la pena tasada de cadena 

perpetua a veinte años de pena privativa de libertad, en este punto, es oportuno, 

preguntarnos, ¿es posible aplicar una pena distinta a la pena tasada establecida 

                                                 
17 Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente Nº00008-2012-PI-TC, del 
24.01.2013. 
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en la ley penal? Y de ser así ¿bajo qué presupuestos y fundamentos? 

Efectivamente, sí es posible variar la pena de cadena perpetua –conminación 

penal absoluta- e imponer, ante situaciones excepcionales, una pena privativa 

de libertad temporal.18 Esta excepcionalidad, se explicará más adelante, en 

atención a los presupuestos que se exigen. 

 

En ese sentido, en la presente ejecutoria, la Corte Suprema le rebaja la pena a 

Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, en atención a sus condiciones personales, 

como la edad, la carencia de antecedentes penales y su ocupación. También 

señala que debe tenerse en cuenta el principio de proporcionalidad y los fines de 

la pena, en correcta sincronía al artículo VIII sobre la proporcionalidad de las 

sanciones –antes proporcionalidad de la pena- y el artículo IX del Título 

Preliminar del Código Penal, sobre los fines de la pena. 

 

En esa línea, la fundamentación de la ejecutoria –a consideración personal- es 

adecuada, porque se condice con lo establecido justamente con los fines de la 

pena, que buscan la resocialización del penado. Por lo que mantener la pena de 

cadena perpetua, sería contravenir lo establecido no solo en el Título Preliminar 

del Código Penal, sino lo normado por la Constitución Política, y el propio Código 

de Ejecución Penal. Es en ese sentido, la pena de cadena perpetua no sería 

adecuada en el presente caso. 

 

Asimismo, la Corte Suprema señala que al individualizarse la pena debe tenerse 

en consideración el principio de proporcionalidad, por lo que siendo consecuente 

con las condiciones personales de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, 

establecidas en el artículo 45 y 46 del Código Penal, que establecen los 

presupuestos para fundamentar y determinar la pena, correspondía una 

variación en la pena impuesta por la Sala Superior. 

 

Sin embargo, ahora se evidencia el problema advertido sobre la 

fundamentación insuficiente en la variación de la pena. Es decir, se entiende 

que, en atención al principio de proporcionalidad, a los fines de la pena y a los 

artículos 45 y 46 del Código Penal, corresponde una reducción de la pena. Pero 

no se aprecia una fundamentación motivada respecto a cómo y por qué, de la 

pena cadena de cadena perpetua se le tiene que rebajar a veinte años de pena 

privativa de libertad. Es adecuado preguntarse ¿por qué redujeron la pena a 

veinte años? ¿por qué no a quince? ¿por qué no a veinticinco? 

 

Como se reitera, la reducción de la pena, en atención a su fines y presupuestos 

para su adecuada determinación, parecería un ejercicio correcto, en correlato 

con el principio de proporcionalidad de las sanciones; sin embargo, sin mayor 

esfuerzo se le asigna una nueva pena de veinte años de pena privativa de 

                                                 
18 Fundamento jurídico Nº29 de la Sentencia Plenaria Casatoria Nº1-2018/CIJ-433. Alcances de 
la determinación de la pena en delitos sexuales. 
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libertad, no fundamentando la nueva determinación judicial de la pena asignada. 

 

Ahora bien, respecto a la excepcionalidad de variar la pena tasada de cadena 

perpetua a una pena de carácter temporal, la Corte Suprema –come se ha 

señalado-, mediante la Sentencia Plenaria Casatoria Nº1-2018/CIJ-433, 

encausa la discusión y establece alcances sobre de la determinación de la pena 

en delitos sexuales.  

 

Al respecto se establece que la excepcionalidad se podría presentar, primero, 
cuando concurre una causa de disminución de punibilidad o es aplicable una 

regla de reducción de la pena por bonificación procesal; y segundo, cuando se 
presentan circunstancias especialmente relevantes desde criterios preventivos 
que reduzcan sensiblemente la necesidad de pena –aunque en este caso, 

obviamente, la respuesta punitiva será mayor que en el primer supuesto y su 
aplicación tendrá lugar en casos especialmente singulares o extraordinarios-. 

Pueden servir para ubicar estas situaciones extraordinarias el desarrollo 
psicológico concreto del agente – su historia personal desde el prisma de 
exámenes psicológicos especialmente rigurosos-, y, entre otros, los 

condicionantes sociales extremos que padeció –acreditados con pericias o 
informes sociales fundamentados que razonablemente expresen un nivel de 

sociabilidad diferenciado y complejo-, de suerte que permitan reducir 
sensiblemente la necesidad y, en su caso, el merecimiento de pena.19 
 

A pesar de que la Sentencia Plenaria Casatoria Nº1-2018/CIJ-433 fue emitida el 

18.12.2018, es posible analizar aquella en consonancia con el R.N Nº 2659-2013 

emitido el 22.07.2014, materia del presente procedimiento.  

 

En ese sentido, el asunto a analizar es el alcance de la determinación de la pena 

en los delitos sexuales. Así las cosas, tanto en el R.N Nº 2659-2013 como la 
Sentencia Plenaria, establecen que, sobre todo, siempre en la aplicación de la 
pena se tiene que tener presente el principio de proporcionalidad. Este 

principio, en sentido estricto, visto genéricamente, rechaza el establecimiento de 
conminaciones legales (proporcionalidad en abstracto) y la imposición de penas 

(proporcionalidad en concreto) que carezcan de relación valorativa con el hecho 
cometido, contemplado este desde su significación global –es decir, relación 
entre la gravedad del injusto y la de la pena-. Este principio tiene, en 

consecuencia, un doble destinatario: el poder legislativo –que ha de establecer 
penas proporcionadas, en abstracto, a la gravedad del delito- y el poder judicial 

– las penas que los jueces impongan al autor del delito han de ser 
proporcionadas a la concreta gravedad de este.20 
 

Ahora bien, en la variación de la pena en el R.N Nº 2659-2013, se valora lo 

establecido en el artículo 45 y 46 del Código Penal, sobre los presupuestos para 

determinar y fundamentar la pena y las circunstancias de atenuación y de 

agravación genéricas respectivamente. Tanto es así que, específicamente se 

                                                 
19 Ibídem. 
20 Fundamento jurídico Nº15 de la Sentencia Plenaria Casatoria Nº1-2018/CIJ-433. Alcances 
de la determinación de la pena en delitos sexuales.  
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reduce la pena a veinte años de pena privativa de libertad, en atención a las 

condiciones personales de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR, como la edad de 

este a la fecha de los hechos –veintiún años edad-, y que no poseía 

antecedentes penales, su ocupación, entre otros.  

 

Estos presupuestos también son desarrollados en extenso en la Sentencia 

Plenaria, pero además señala que estas disposiciones permiten, entonces, no 

solo individualizar la pena dentro de las reglas de los artículos 45-A y 46 del 

Código Penal –según el sistema de tercios instaurado- sino también, en un 

perspectiva amplia, la aplicación de un sustitutivo (conversiones) o de una 

medida alternativa (suspensión de la ejecución de la pena, reserva del fallo 

condenatorio, etc.), así como la fijación de los plazos para el pago de la multa y 

otras.21 

 

3.2.4. La conducta omisiva del padre propició la violación sexual de la 

menor 

 

Este problema jurídico identificado no ha formado parte de la investigación, así 

como tampoco se advierte mención de este en alguna disposición fiscal o 

resolución judicial, pero del análisis y lectura completa del expediente se 

evidencia una conducta omisiva del señor Rafael Reynaldo Pariona Sinche, 

padre la menor PT PN, quien habría omitido impedir la realización del hecho 

punible, a pesar de haber tenido el deber jurídico de impedirlo, en atención a lo 

establecido en el artículo 13 del Código Penal.22 

 

Como bien se ha señalado en el punto 2.4 del presente informe, la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, en la Casación N.º 

725-2018 Junín, ha señalado que (…) en los delitos sexuales, el no impedir la 

violación a otro respecto del cual se tienen deberes jurídicos o legales de 

protección o, incluso, no neutralizar las circunstancias previas y concomitantes 

que dan lugar a su perpetración equivale a la causación propia de la violación 

(…).  

 

En ese sentido, corresponde analizar si la conducta del padre ha tenido 

relevancia penal y bajo qué alcances se le podría atribuir responsabilidad, de ser 

el caso. Asimismo, para mayor detalle se dará cuenta sobre la historia familiar 

de la menor agraviada y por qué importaba más, un mayor cuidado, hacia su 

integridad, aparte de lo legalmente previsto en el ordenamiento jurídico. 

                                                 
21 Fundamento jurídico Nº21 de la Sentencia Plenaria Casatoria Nº1-2018/CIJ-433. Alcances de 

la determinación de la pena en delitos sexuales. 
22 Artículo 13.- Omisión impropia. El que omite impedir la realización del hecho punible será 
sancionado: 1. Si tiene el deber jurídico de impedirlo o si crea un peligro inminente que 

fuera propio para producirlo; 2. Si la omisión corresponde a la realización del tipo penal 
mediante un hacer.  
La pena del omiso podrá ser atenuada.   
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La menor PT PN, en la entrevista única realizada el 19.07.2011, con presencia 

del representante del Ministerio Público, entre otros, señala que el día de los 

hechos, su papá junto a su madrastra salió al mercado para hacer compras, 

dejándola sola con su hermano menor de tres años y un tío de nombre Miguel 

que se fue a trabajar al rato. En ese contexto, llega el señor Fredy Jesús 

PARIONA ESCOBAR, para posteriormente violentar a la menor a las 15:00 horas 

aproximadamente. En esa línea, la menor –siempre en la entrevista- señala que 

su papá llegó en horas de la noche. Es así que se establece un lapso de por lo 

menos seis horas en las cuales la menor se encontraba sola en compañía de su 

hermano menor de tres años de edad. 

 

En la misma entrevista única, la menor señala que no es la primera vez que le 

suceden estos hechos, pues en Huancayo su tío de nombre Wilder, quien es 

hermano de su mamá biológica, la habría ultrajado.23 A raíz de este hecho, la 

menor le contó a su abuela y no le creyeron, es más, le dijo -la abuela a la menor- 

que no le avise a su papá porque no quería que metan a la cárcel a su hijo Wilder.  

Sin embargo y en atención a lo acontecido, el padre tuvo conocimiento de los 

hechos y este se trajo a la menor a vivir con él en Lima. 

 

Pues bien, teniendo ahora el contexto en el cual se desarrolló el hecho punible, 

corresponde analizar si es que la conducta del padre tiene relevancia penal. Se 

pretende realizar una aproximación a los fundamentos del por qué por lo menos 

se habría tenido que abrir investigación contra el padre de la menor agraviada. 

 

Pues bien, de los hechos expuestos, la conducta del señor Rafael Reynaldo 

Pariona Sinche, se encontraría prevista en el artículo 13 del Código Penal, que 

regula la omisión impropia. Donde se señala que el que omite impedir la 

realización del hecho punible será sancionado si es que tiene el deber jurídico 

de impedirlo o si crea un peligro inminente que fuera propio para producirlo. 

 

En el caso en concreto, habría que señalar que el señor Rafael Reynaldo Pariona 

Sinche sí tenía el deber jurídico de impedir la violación sexual de su menor hija. 

Esto porque se tiene acreditado que el señor Rafael Reynaldo Pariona Sinche 

era el padre de la menor PT PN y ejercía su patria potestad. Por ello, el señor 

estaba compelido jurídica y legalmente a desplegar asistencia, protección y 

resguardo sobre su hija, de acuerdo con el artículo 418 del Código Civil y el 

artículo 74 del Código de los Niños y Adolescentes. Además, en mérito al “interés 

superior del niño”, el señor Rafael Reynaldo Pariona Sinche tuvo que velar por 

la formación integral de su menor hija, lo que abarca indefectiblemente el cuidado 

de su sexualidad. 

                                                 
23 Esta información se corrobora en los folios 241 y 244 del presente expediente, donde obra la 
Resolución Nº01 de fecha 17.07.2012 recaído en el Expediente Nº03273-2011-0-1501-JR-PE-

04, seguido contra Wilder Toribio Espinoza en agravio de la menor PT PN por el delito de 
violación sexual de menor. Así como el Certificado Médico Legal Nº 013174-LS del 25.10.2010,  
practicado a la menor PT PN, en el cual se concluye desfloración antigua.  
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En este punto, resuelta adecuado recoger el análisis que realizo la Corte 

Suprema en el fundamento jurídico 8.3 de la Casación Nº725-2018 Junín. 

Trasladando ese análisis al caso en concreto habría que indicar que la obligación 

de actuar del señor Rafael Reynaldo Pariona Sinche no solo se deriva de la 

relación paterno-filial con la víctima PT PN, sino también del hecho de que en el 

hogar que compartían –recientemente- con el ulterior violador, este era la única 

persona adulta que tenía las condiciones y la suficiente aptitud para neutralizar 

con eficacia la fuente de peligro, que para el libre desarrollo de su personalidad, 

en general, y para su indemnidad sexual en particular, que representaba el ahora 

condenado. Entonces, de manera coherente cabe formularse la siguiente 

pregunta: ¿si no fuese el señor Rafael Reynaldo Pariona Sinche, quién más 

podía haber impedido la violación sexual contra su menor hija? 

 

Ahora bien, en los delitos de resultado, como es el delito que violación sexual de 

menor, el hecho típico es atribuible tanto a quien despliega activamente la 

conducta dirigida a la producción de resultado dañoso como a quien detenta la 

obligación de defender un bien jurídico tutelado frente a los ataques que pudieran 

presentarse y que, a pesar de ello, se desentiende absolutamente de su 

protección, presta su asentimiento o aprobación y deja actuar al agresor.  

 

Es así que, podría señalarse que jurídicamente estaría correcta la aplicación del 

artículo 13 del Código Penal, por omisión impropia, al señor Rafael Reynaldo 

Pariona Sinche, padre de la menor agraviada PT PN, pues este i) tenía 

conocimiento que su menor hija había sido ultrajada sexualmente el año 2010 

por su tío materno de nombre Wilder en Huancayo; ii) a razón de ese hecho, el 

señor Rafael Reynaldo Pariona Sinche trajo a su hija desde Huancayo para que 

viva con él y esté bajo su custodia; iii) se ausentó más de seis horas de su 

domicilio, el día de los hechos, dejando a la agraviada con su hermano menor 

de tres años; iv) su ausencia significó que no pueda asistir, proteger y resguardar 

a su menor hija, omitiendo así impedir la comisión de la violación sexual en su 

agravio, cuando este tenía el deber jurídico de impedirlo o evitar la creación de 

un peligro para su comisión.  

 

Todo lo señalado tiene por fin, poner en relieve una conducta omisiva del padre 

que, de manera preliminar, tendría responsabilidad penal por la comisión del 

delito de violación sexual de menor en agravio de su hija PT PN. Esta situación 

no habría sido advertida por el Ministerio Público, y objetivamente no forma parte 

del expediente penal materia de informe, pero a pesar de ello, se ha pretendido 

dar cuenta y naturalmente, analizar lo que hubiera sido la responsabilidad del 

señor Rafael Reynaldo Pariona Sinche, en consonancia con el artículo 13 del 

Código Penal. 
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4. CONCLUSIONES 

 

Luego del análisis del expediente y de la identificación de los principales 

problemas jurídicos de este, así como de las posiciones jurídicas arribadas, se 

concluye lo siguiente: 

 

1. En un proceso penal, a pesar de haberse acreditado la responsabilidad 

penal de una persona por la comisión de un hecho punible, y efectivamente, 

lo que correspondería es la aplicación de una consecuencia jurídica, esta 

pena a imponer tiene que ser proporcional con la magnitud del daño 

causado y las circunstancias personales del agente. 

 

Asimismo, en el caso de que la consecuencia jurídica a imponer sea una 

pena privativa de libertad, esta indefectiblemente tiene que contener y 

desarrollar lo establecido en el artículo IX del Título Preliminar del Código 

Penal, donde se precisa que la pena tiene función preventiva, protectora 

y resocializadora. Asimismo, se tiene que adoptar lo estatuido en el Código 

de Ejecución Penal, que señala en su artículo II del Título Preliminar, los 

objetivos de la ejecución penal. En ese sentido, se ha establecido que esta 

tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del 

penado a la sociedad, recogiendo lo establecido en el artículo 139, inciso 

22 de la Constitución Política del Perú, sobre los Principios de la 

Administración de Justicia, dirigidos al régimen penitenciario. 

 

2. En la misma línea, la judicatura al momento de la determinación judicial de 

la pena, tiene que fundar su decisión en lo establecido en los artículos 45, 

45-A, 46 y siguientes sobre la aplicación de la pena, necesariamente. Este 

análisis, como ha sucedido en el caso en concreto, muchas veces se realiza 

de manera superficial; es decir, solo se señalan los presupuestos para 

determinar y fundamentar la pena por formalismo y no para analizarlos 

sustancialmente.  

 

Sin embargo, es preciso señalar que este análisis que se exige no es 

necesariamente para que se le rebaje la pena a imponer, sino que para que 

determinación judicial de la pena atienda a los presupuestos establecidos 

para su aplicación y no imponer una pena en forma automática, que pudiese 

vulnerar el principio de proporcionalidad y humanidad de las penas. 

 

3. Otro punto importante desarrollado, como fue la adecuada determinación 

judicial de la pena, ha sido cuando esta –pena- es reformada o variada por 

un tribunal superior. Aquella variación de la pena, siempre en atención a los 

presupuestos para determinarla, tiene que aplicarse a través de una debida 

motivación de la resolución judicial, especialmente referida a los 

fundamentos para individualizar la pena. 
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Esta afirmación es posible porque tratándose de una resolución judicial que 

va a influir en la privación de la libertad de una persona, esta tiene que 

contar con una cualificada motivación judicial. Es así que, en el presente 

caso tratándose de una ejecutoria emitida por la Corte Suprema, esta tiene 

que contener y fundamentar bajo qué presupuestos ha variado la pena 

impuesta, sin perjuicio de que su reforma era necesaria; sin embargo, en la 

ejecutoria suprema analizada en este informe, la fundamentación de la 

variación de la pena ha sido insuficiente. 

 

4. Siempre se ha tenido la percepción que en la violación sexual de menor, el 

único responsable de este siempre despreciable acto, es la persona quien 

de propia mano ultraja a la víctima; sin embargo, como se ha postulado en 

el presente informe, a raíz de los hechos expuestos y de lo recogido en el 

artículo 13 de Código Penal que regula la omisión impropia, es posible que 

sea sancionado quien tiene el deber jurídico de impedir la violación o si este 

crea un peligro inminente que fuera propio para producirlo. 

 

Esta responsabilidad por omisión impropia, aparte de estar ampara en la ley 

penal por los fundamentos jurídicos expuestos, cobra sentido además 

porque sirve también como un mensaje hacia las personas que cuentan con 

una posición de garante y descuidan la función que cumplen como 

protectores de las personas que tienen a cargo, a pesar de que el 

ordenamiento jurídico los conmina y la sociedad lo exige. 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
30 Expediente Penal N°00350-2011-0-3001-JR-PE-02 

5. BIBLIOGRAFÍA 

 

Casación N. º 725-2018 Junín 

GARCÍA CAVERO, Percy R. 

2012 Derecho Penal. Parte General (2. a ed.). Jurista Editores. 
 

HURTADO POZO, José 
2005 Manual de derecho penal parte general: Vol. I (3.a ed.). Grijley. 

 

PRADO SALDARRIAGA, Víctor R. 

2019 Derecho Penal y Política Criminal. Problemas contemporáneos. 

Gaceta Jurídica. 

 

PRADO SALDARRIAGA, Víctor R. 

2018 La dosimetría del castigo penal. Modelos, reglas y 
procedimientos. (1.a ed.). Ideas. 

 
RODRÍGUEZ HORCAJO, Daniel 

2017 Comportamiento humano y pena estatal: Disuasión, cooperación y 

equidad. (1.a ed.). Editorial Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales. 

 

Sentencia del Pleno Jurisdiccional del Tribunal Constitucional recaída en el 
Expediente N° 0019-2005-PI/TC. 
 

Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente Nº00008-2012-
PI-TC, del 24.01.2013. 
 

Sentencia Plenaria Casatoria Nº1-2018/CIJ-433. Alcances de la determinación 
de la pena en delitos sexuales. 
 

VILLAVICENCIO TERREROS, Felipe A. 

2014 Derecho Penal Parte General (5.a ed.). Grijley. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
31 Expediente Penal N°00350-2011-0-3001-JR-PE-02 

6. ANEXOS 

 

Los anexos que se adjuntan al presente informe, de acuerdo con la naturaleza 

del expediente son los siguientes: 

 

o Denuncia (Atestado Policial) y sus respectivos anexos (ANEXO 01) 

o Formalización de denuncia (ANEXO 02) 

o Auto de apertura de instrucción (ANEXO 03) 

o Acusación fiscal (ANEXO 04) 

o Pericia psicológica de PT PN (ANEXO 05) 

o Pericia psicológica de Fredy Jesús PARIONA ESCOBAR (ANEXO 06) 

o Actas de sesiones de Juicio oral 

1º Sesión – Apertura (ANEXO 07) 

2º Sesión (ANEXO 08) 

3º Sesión (ANEXO 09) 

4º Sesión (ANEXO 10) 

o Sentencia condenatoria de la Sala Superior de Lima Sur (ANEXO 11) 

o Recurso de Nulidad Nº 2659-2013 (ANEXO 12) 
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ANEXO 02 – Formalización 
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ANEXO 04 – Acusación 

fiscal 
 











 

ANEXO 05 – Pericia 
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ANEXO 07 – 1º Sesión de 
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